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DERECHO DE PETICIÓN DE INFORMACIÓN / CONCEDE EL AMPARO PERO PRECISA A CARGO DE QUIEN RECAE LA OBLIGACIÓN DE DAR RESPUESTA / “…el 13 de julio de este año, antes de la fecha en que se formuló la acción de tutela, la Subdirectora Técnica de Talento Humano de ese Ministerio, suscribió un oficio, dirigido al accionante, en el que le da cuenta de las comunicaciones que ha librado con el fin de obtener los documentos que le permitan expedir el certificado laboral y que carece de competencia para expedir los certificados en los formatos 2 y 3B.

Empero, no se acreditó que tal escrito se le hubiese remitido al demandante o que por cualquier medio se le haya enterado sobre su contenido; tampoco que por competencia, la misma funcionaria haya remitió las solicitudes a los funcionarios a que se refiere, ni que tal hecho le haya sido comunicado al mismo señor, con el envío de las copias de los oficios remisorios respectivos, tal como lo mandan los artículos 14 y 21 de la ley 1755 de 2015, atrás citados.”

(…)

“No se impondrá orden alguna a la Ministra de Educación, quien no ha lesionado el derecho de que se trata, pues es la Subdirectora Técnica, Subdirección de Talento Humano de ese Ministerio la competente para resolver, tal como se infiere de la actuación que ha desplegado en el trámite respectivo. Tampoco a los demás funcionarios vinculados, porque no se acreditó la fecha en que recibieron las comunicaciones que, dice, les remitió la misma funcionaria, hecho que ni siquiera se acreditó.”
Citación jurisprudencial: Corte Constitucional. Sentencia T-556 de 2013
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


   Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


   Pereira, septiembre catorce (14) de dos mil dieciséis (2016) 


   Acta No. 447 del 14 de septiembre de 2016

   Expediente 66001-22-13-000-2016-00835-00
Decide la Sala en primera instancia sobre la acción de tutela instaurada por el señor Pedro Pablo Ríos Quintero, por intermedio de apoderado judicial, contra el Ministerio de Educación Nacional, a la que fueron vinculados el Jefe de Coordinación Recursos Humanos y/o Hojas de Vida de ese Ministerio, a los Rectores de la Institución Educativa Inza, Institución Educativa Técnica Santa Lucía, Institución Educativa Técnica Santa Isabel, Institución Educativa Técnica Agropecuaria El Guayabo, a los alcaldes de los municipios de Inza, Cauca, Santa Isabel y Fresno, Tolima, y a la Secretaría de Educación Departamental del Tolima.

A N T E C E D E N T E S

1.- Los hechos relatados por el actor pueden resumirse así:

1.1 El 20 de junio de 2016 envió al Ministerio de Educación Nacional una petición en interés particular, con la finalidad de que le expidieran certificados sobre los tiempos laborados en los departamentos del Cauca y Tolima, en los formatos CLEPB 1, 2 y 3B, con los salarios devengados mes a mes y año por año, que incluyan todos los factores salariales, para fines prestacionales que requiere la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones. Dicha petición fue recibida el 21 de junio de 2016.
1.2 El 27 de junio pasado la Gobernación del Cauca respondió diciendo  que no cuenta con los documentos necesarios para expedir dichos formatos.
1.3 Hasta la fecha de presentación de la acción de tutela, el Ministerio de Educación Nacional no ha dado respuesta alguna a la solicitud.
2.- Considera lesionado el derecho de petición de que es titular y para su protección, solicita se ordene al Ministerio de Educación Nacional responder de fondo la solicitud que le elevó.

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Por auto de 1º de septiembre de este año se admitió la acción contra el Ministerio de Educación Nacional y se ordenó vincular al Jefe de Coordinación Recursos Humanos y/o Hojas de Vida de ese Ministerio. Posteriormente se ordenó hacerlo respecto de los Rectores de la Institución Educativa Inza, Institución Educativa Técnica Santa Lucía, Institución Educativa Técnica Santa Isabel, Institución Educativa Técnica Agropecuaria El Guayabo, los alcaldes de los municipios de Inza, Cauca, Santa Isabel y Fresno Tolima y a la Secretaría de Educación Departamental del Tolima, a quienes el Ministerio de Educación Nacional les solicitó brindar información laboral del accionante.
2.- En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos.

2.1 La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Educación Nacional, por medio de apoderada judicial, manifestó que el accionante prestó sus servicios para diferentes instituciones educativas; sin embargo, no reposan las actas de posesión, ni los actos administrativos de interrupciones laborales y de retiro, documentos indispensables para determinar las fechas extremas del vínculo laboral a efectos de emitir el certificado de información laboral (formato 1); por ello, el 13 de julio de 2016 requirió a dichas instituciones educativas para que remitieran la información faltante, a fin de construir la historial laboral del actor, hecho que se le puso en conocimiento mediante comunicación 2016-EE.089969 del 13 de julio de 2016. En relación con la expedición de la certificación de salario base (formato 2) y certificación de salarios mes a mes (formato 3B), la solicitud fue remitida a las instituciones educativas para que los emitieran, por ser  las competentes para ello, en atención a su calidad de pagador, porque eran quienes efectuaban los pagos por los servicios prestados del personal a su cargo, sin que sea ese Ministerio el competente para expedir dichas certificaciones.
Aclara que mediante comunicación 2016-EE-110266 del 23 de agosto de 2016, solicitó a la Secretaría de Educación Departamental del Tolima copia del acta de posesión y actos administrativos de interrupciones laborales, sin que se haya obtenido respuesta alguna, hecho que imposibilita sustancia (sic) y jurídicamente a ese Ministerio para expedir el certificado de información laboral (formato 1) válido para bono pensional.
Dice que se evidencia la ausencia de objeto, teniendo en cuenta que ha dado trámite a la solicitud del accionante en término y ha adoptado todas las medidas para sustraer de cualquier vulneración al peticionario, razón por la cual el derecho invocado no es susceptible de amparo, al habérsele dado respuesta.
Solicita vincular a las instituciones educativas donde el accionante prestó sus servicios y desvincular a ese Ministerio dado que dio respuesta a la solicitud del accionante.
2.2 El jefe de la Oficina de Educación del municipio de Fresno, Tolima, informó que el 9 de septiembre envió el acta de posesión del accionante a la oficina de la Subdirección de Talento Humano del Ministerio de Educación Nacional, la que no había sido enviada debido a la remodelación del archivo.
2.3 El Rector de la Institución Educativa Técnica Santa Isabel del municipio de Santa Isabel, Tolima, informó que revisados los archivos de ese establecimiento, no se encontró evidencia alguna sobre prestación de servicios del señor Pedro Pablo Ríos Quintero.
2.4 El Secretario de Educación y Cultura del departamento del Tolima, indicó que la acción de tutela no está llamada a prosperar, teniendo en cuenta que existe una falta de legitimación en la causa por pasiva, ya que la misma se dirigió contra el Ministerio de Educación Nacional y no contra la entidad que representa, y que el accionante no ha elevado petición alguna a esa secretaría en la que solicite la información requerida para el trámite de su pensión ante Colpensiones.
Aclara que la expedición de los formatos 1, 2 y 3, está regulado por un trámite especial, por intermedio del área de certificaciones que depende del macro proceso de talento humano, pero solamente se certifica en estos formatos a partir del 1º de enero de 1994; los tiempos anteriores  deberán ser certificados por los mismos colegios o instituciones en los que los docentes o administrativos laboraron, teniendo en cuenta que los documentos están bajo su reserva, pues estos tenían sus propias nóminas y pagadurías, y están debidamente capacitados para expedirlos. Si el accionante solicita en los formatos 1, 2 y 3, tiempos posteriores al 1º de enero de 1994 y cumple con los requisitos exigidos en el trámite especial del área de talento humano, deberá acercarse a esa secretaría y radicar solicitud de tiempo de servicios en dichos formatos.
Afirma que no violó ni amenazó los derechos invocados por el demandante y se debe tener como un hecho superado lo solicitado. 

2.5 El representante legal del municipio de Inzá, Cauca, se opuso a las peticiones del demandante, ya que no ha radicado derecho de petición en esa entidad, por lo tanto, no se le han vulnerado los derechos invocados. Además, el accionante prestó sus servicios en la Institución Educativa de Inzá, la cual hace parte de la Secretaría de Educación del Departamento del Cauca, entidad certificada para prestar el servicio de educación en ese municipio. Solicita su desvinculación. 
3.- Los demás vinculados guardaron silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2.- Considera el actor lesionado su derecho de petición, toda vez que no ha obtenido respuesta de fondo a la solicitud que elevó ante el Ministerio de Educación Nacional, tendiente a obtener la expedición de los tiempos laborados en los departamentos del Cauca y Tolima, en los formatos CLEPB 1, 2 y 3B, con los salarios devengados mes a mes y año por año, que incluyan todos los factores salariales, para fines prestacionales que requiere la Administradora Colombiana de Pensiones, Colpensiones.

3.- Ese derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:

“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

“4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

“(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

“(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

“(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

“(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

 “…

“4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 

4.- La ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que  salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma dice que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.
El artículo 21 dice que si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la petición por la autoridad competente.
5.- Obran en el proceso, entre otras, las siguientes pruebas: 
5.1.- Copia de la solicitud que elevó el accionante, con fecha del 11 de junio de 2016, al Ministerio de Educación Nacional, Jefe de Coordinación de Recursos Humanos y/o Hojas de Vida, en la que solicita la expedición de los tiempos laborados en los departamentos del Cauca y Tolima, en los formatos 1, 2 y 3B, con los salarios devengados mes a mes y año por año, que incluyan todos los factores salariales, para fines prestacionales que requiere la Administradora Colombiana de Pensiones, Colpensiones, con sus constancias de envío el 20 del mismo mes y de recibo por su destinatario el día siguiente
.
5.2.- Copia del oficio 2016-EE.089969 del 13 de julio siguiente, dirigido al accionante por la Subdirectora Técnica de Talento Humano del Ministerio de Educación Nacional, en el que le informa que no se encontró en la historia laboral que reposa en el archivo central, actas de posesión correspondientes a los nombramientos efectuados en los Núcleos Escolares de Fresno y Santa Isabel, Tolima, e Inza, Cauca, ni acto administrativo de retiro, por lo que requirió a las instituciones educativas en mención y a los entes territoriales respectivos para que remitieran dichos documentos, a fin de expedir el respectivo certificado  laboral. Además, que tampoco reposan los archivos correspondientes a las nóminas de dichos planteles, motivo por el cual se dio traslado a las instituciones educativas con el fin de que emitieran las certificaciones en los formatos  2 y 3B, para lo cual son las competentes.

5.3 Copias de los oficios dirigido por la citada funcionaria, el 13 de julio del año en curso, a los rectores de los establecimientos educativos Institución Educativa Técnica Santa Isabel, Institución Educativa Inza, Institución Educativa Técnica Santa Lucía e Institución Educativa Técnica Agropecuaria El Guayabo y a los alcaldes de los municipios de Inza, Cauca, Santa Isabel y Fresno, Tolima, y a la Secretaría de Educación Departamental del Tolima el 23 de agosto del mismo año
.

5.4 Copia de un oficio dirigido por la funcionaria referida al Rector de la Institución Educativa Santa Isabel, en Tolima, por medio del cual le da cuenta de los documentos del actor que le remite, para que expida la certificación solicitada, relacionada con el vínculo laboral que tuvo con esa institución en el año 1972
.
5.5 Copia de un oficio que remite a la misma funcionaria el Rector de la Institución Educativa Inza, de fecha 27 de julio de 2016, en el que informa que le envía la relación de los factores salariales devengados por el demandante, sin que los expida en los formatos mencionados en la solicitud, porque estos los expide la Gobernación del Cauca, donde debe reposar todo lo relacionado con las instituciones educativas y que en los archivos no se encontraron los demás documentos solicitados
.

6.- Acreditan esas pruebas que  mediante oficio recibido en el Ministerio de Educación el 21 de junio de este año, el actor solicitó la expedición de unas certificaciones sobre los tiempos laborados en los departamentos del Cauca y Tolima, en los formatos 1, 2 y 3B.

También, que el 13 de julio de este año, antes de la fecha en que se formuló la acción de tutela, la Subdirectora Técnica de Talento Humano de ese Ministerio, suscribió un oficio, dirigido al accionante, en el que le da cuenta de las comunicaciones que ha librado con el fin de obtener los documentos que le permitan expedir el certificado laboral y que carece de competencia para expedir los certificados en los formatos 2 y 3B.

Empero, no se acreditó que tal escrito se le hubiese remitido al demandante o que por cualquier medio se le haya enterado sobre su contenido; tampoco que por competencia, la misma funcionaria haya remitió las solicitudes a los funcionarios a que se refiere, ni que tal hecho le haya sido comunicado al mismo señor, con el envío de las copias de los oficios remisorios respectivos, tal como lo mandan los artículos 14 y 21 de la ley 1755 de 2015, atrás citados.
7.- De esa manera las cosas, se considera que la Subdirectora Técnica, Subdirección de Talento Humano del Ministerio de Educación Nacional desconoció el derecho de petición de que es titular el demandante y en consecuencia, se concederá el amparo que solicita.

Por tanto, se ordenará a la señora Paula Johanna Ruiz Cadena, Subdirectora Técnica, Subdirección de Talento Humano del Ministerio de Educación Nacional, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, si aún no lo ha hecho, informe al demandante: a) las razones por las que no ha sido posible resolver la petición por él elevada mediante escrito recibido en esa entidad el 21 de junio de este año y el plazo razonable en que lo hará, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto y b) la falta de competencia que aduce para resolver algunas de las peticiones a que se refiere tal escrito y en el mismo evento,  es decir, de no haberlo hecho, remitirá la petición a los funcionarios competentes para decidir y enviará copia de los oficios remisorios al peticionario.
8.- No se impondrá orden alguna a la Ministra de Educación, quien no ha lesionado el derecho de que se trata, pues es la Subdirectora Técnica, Subdirección de Talento Humano de ese Ministerio la competente para resolver, tal como se infiere de la actuación que ha desplegado en el trámite respectivo. Tampoco a los demás funcionarios vinculados, porque no se acreditó la fecha en que recibieron las comunicaciones que, dice, les remitió la misma funcionaria, hecho que ni siquiera se acreditó.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Tutelar el derecho fundamental de petición de que es titular el señor Pedro Pablo Ríos Quintero.

SEGUNDO: En consecuencia, se ordena a la señora Paula Johanna Ruiz Cadena, Subdirectora Técnica, Subdirección de Talento Humano del Ministerio de Educación Nacional, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, si aún no lo ha hecho, informe al demandante: a) las razones por las que no ha sido posible resolver la petición por él elevada mediante escrito recibido en esa entidad el 21 de junio de este año y el plazo razonable en que lo hará, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto y b) la falta de competencia que aduce para resolver algunas de las peticiones a que se refiere tal escrito y en el mismo evento,  es decir, de no haberlo hecho, remitirá la petición a los funcionarios competentes para decidir y enviará copia de los oficios remisorios al peticionario.

TERCERO: No se impone orden alguna a la señora Ministra de Educación, ni a los demás vinculados a la actuación.

CUARTO: Notifíquese lo aquí decidido a las partes de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
QUINTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.
Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Ausente con causa justificada)



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Corte Constitucional. Sentencia T-556 de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.


� Folios 2, 3 y 4


� Folio 19


� Folios 19v a 24


� Folio 24 v


� Folios 46 y 47
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